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¿CUÁNTO COSTARÁ? CÓMO FINANCIAR UN 
PAQUETE DE POLÍTICAS ORIENTADAS A LAS 
FAMILIAS PARA FOMENTAR LA IGUALDAD DE 
GÉNERO Y EL EMPODERAMIENTO DE LAS MUJERES 
Con el fin de aplicar las recomendaciones formuladas en 
este informe, los gobiernos deben diseñar un paquete de 
transferencias monetarias y servicios sociales orientados a las 
familias, destinados a apoyar a los diversos tipos de familias 
y a proteger los derechos de las mujeres. La Comisión de la 
Condición Jurídica y Social de la Mujer ha puesto de relieve la 
importancia de este paquete de medidas y ha instado a los 
gobiernos a implementar políticas orientadas a las familias 
para lograr la igualdad de género y el empoderamiento de las 
mujeres.1 Algunos de los elementos clave de este paquete de 
políticas —protección social, servicios de cuidados y cobertura 
universal de los servicios de salud, incluido el acceso a la 
salud sexual y reproductiva— también figuran en la Agenda 
2030 para el Desarrollo Sostenible y en diversas metas de los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS).

Por ejemplo, la meta 1.3 de la Agenda 2030 aspira a que los 
gobiernos implementen sistemas y medidas de protección 
social adecuados para todas las personas, incluido el 
establecimiento de pisos mínimos de protección social; la 
meta 5.4 insta a reconocer y valorar el trabajo doméstico y de 
cuidados no remunerado a través de la provisión de servicios 
públicos, infraestructura y políticas de protección social, así 
como de la promoción de la responsabilidad compartida 
en el seno del hogar y la familia; la meta 5.6 hace hincapié 
en los acuerdos alcanzados en el Programa de Acción de la 
Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo, la 
Plataforma de Acción de Beijing y los documentos finales de sus 
conferencias de examen periódico para garantizar el acceso 
universal a la salud sexual y reproductiva y a los derechos 
reproductivos.

El estudio de costos encargado específicamente para este 
informe incluye los elementos clave del paquete de políticas 
orientadas a las familias recomendadas aquí, y confirma que 
dicho paquete es asequible para la mayoría de los países.2

Las políticas de cuidados y protección social incluidas 
en el paquete tienen una importancia enorme para las 
familias y para la sociedad en su conjunto, y sus efectos 
resultan especialmente relevantes para las mujeres. Las 
políticas contienen medidas concretas para abordar la 
sobrerrepresentación de las mujeres entre las personas que 
carecen de ingresos seguros, las contingencias específicas 

que afrontan a lo largo del curso de vida (en particular, la 
maternidad y la mayor longevidad) y la desproporcionada 
carga de trabajo de cuidados no remunerado que asumen.

En este estudio se utilizó una metodología establecida por la 
Organización Internacional del Trabajo para estimar el costo de 
la implementación de los niveles mínimos de protección social, 
de acuerdo con la Recomendación de la OIT sobre los pisos de 
protección social, 2012 (núm. 202). La principal diferencia entre 
los cálculos que aquí se presentan y otros ejercicios similares, 
entre los que cabe destacar el Índice de Pisos de Protección 
Social, es la inclusión de los servicios de cuidado infantil y de 
personas adultas mayores dependientes.3 El análisis no abarca 
todas las políticas incluidas en el informe. A los efectos de 
este ejercicio se excluyeron aquellas para las que no existen 
metodologías establecidas de estimación de costos, como, 
por ejemplo, las reformas de leyes de familia, la introducción e 
implementación de leyes sobre violencia contra las mujeres o la 
mejora de la recopilación y el análisis de datos sobre las familias.

Protección social, servicios sanitarios y de 
cuidados: inversiones cruciales para las 
mujeres, las familias y las sociedades
Las políticas destinadas a garantizar la protección de los 
ingresos a lo largo del curso de vida, la cobertura universal 
de los servicios de salud esenciales (incluida la atención de 
la salud sexual y reproductiva) y los servicios de cuidados 
son inversiones indispensable para el cumplimiento de los 
derechos humanos, el desarrollo de las capacidades humanas 
y la creación de economías y sociedades más sólidas. Sin 
embargo, a pesar de los beneficios que ofrece la protección 
social, tan solo el 45,0 % de la población mundial cuenta con 
cobertura efectiva al menos en una de las esferas de política 
incluidas en este ámbito. La mayoría, por lo tanto (55,0 %), 
carece de protección.4

Tal como se plantea en este informe, la inversión en servicios 
de cuidados es crucial para el progreso de los derechos de 
las mujeres y para apoyar a las familias. Esto se debe a que 
benefician a dos grupos de personas a la vez: tanto a las 
receptoras de cuidados como a quienes los proveen. Dichos 
servicios permiten garantizar el adecuado desarrollo físico 
y mental infantil, y el acceso a la salud y la dignidad de las 
personas con discapacidad y las personas adultas mayores 



dependientes. Al mismo tiempo, asisten a las personas que, 
con mayor frecuencia, suelen ocuparse de los cuidados en las 
familias, a saber, las mujeres y las niñas.

Los servicios de cuidados tienden a ser relativamente 
onerosos, sobre todo a corto plazo, debido a la inversión inicial 
necesaria en infraestructura, la contratación de personal y su 
capacitación, etc. Sin embargo, los costos de estos servicios 
pueden recuperarse en buena medida a mediano plazo a través 
del aumento de los ingresos tributarios y de las contribuciones 
a la seguridad social de las personas con trabajos decentes 
y de calidad en el sector de los cuidados, los costos en salud 
que pueden evitarse y los beneficios a largo plazo asociados al 
hecho de contar con una juventud más sana y mejor instruida. 
No obstante, muchos países —sobre todo los de ingreso mediano 
e ingreso bajo— deberán adoptar un enfoque escalonado e ir 
incrementando la inversión poco a poco. 

En un estudio solicitado por ONU Mujeres en 2018 se 
examinaron en detalle los costos que conllevaría la ampliación 
de los servicios de educación temprana y cuidado infantil 
en Sudáfrica y el Uruguay.5 Se diseñaron dos escenarios 
diferenciados para cada país según un nivel mayor o menor 
de cobertura, en los que se garantizan salarios decentes y 
una proporción adecuada de docentes y niñas y niños.6 En 
vista de la necesidad de implementar los servicios de manera 
progresiva, se concluyó que, en el caso del escenario menos 
ambicioso proyectado  para Sudáfrica, por ejemplo, se 
necesitaría una inversión equivalente al 1,8 % del producto 
interno bruto (PIB). Con ello se crearían más de 1,2 millones 
de nuevos puestos de trabajo y, partiendo de la hipótesis de 
que las mujeres ocuparían la mayoría de ellos, la tasa de 
empleo femenina aumentaría 5,3 puntos porcentuales. A su 
vez, esos puestos generarían nuevos ingresos tributarios y 
contribuciones a la seguridad social por un importe superior 
a 2 mil millones de dólares de los Estados Unidos, lo que 
significa que la inversión neta necesaria sería del 1,2 % del PIB.

En el escenario más ambicioso diseñado también para 
Sudáfrica, se calcula que una inversión anual bruta del 3,2 % 
del PIB no solo se traduciría en una cobertura universal para 
todas las niñas y niños de 0 a 5 años, sino que además crearía 
2,3 millones de nuevos puestos de trabajo e incrementaría el 
empleo de las mujeres en 10,1 puntos porcentuales. En este 
caso, la inversión neta necesaria sería del 2,1 % del PIB.

Enfoque
El análisis de costos realizado para este informe incluye las 
siguientes transferencias y servicios:

• protección social a lo largo de todo el curso de vida 
para niñas y niños (de 0 a 17 años); personas en edad 
de trabajar (de 18 a 64 años) que no pueden obtener un 
ingreso adecuado por razones de desempleo, licencia por 

maternidad, parental o discapacidad; y personas adultas 
mayores (de 65 años o más);

• cobertura sanitaria universal, incluidos los servicios de 
salud sexual y reproductiva; 

• educación temprana y cuidado infantil (para niñas y niños 
de 0 a 5 años), y

• servicios de cuidados prolongados para personas adultas 
mayores (de 65 años o más).

En el análisis se identifican los déficits actuales en la protección 
y se calcula el costo de subsanarlos. Se ofrece un panorama 
estático donde se resumen  en orden descendente los recursos 
necesarios, expresados como porcentaje del PIB de un 
determinado país. Se trata de una aproximación general que 
brinda la oportunidad de efectuar análisis más profundos y 
detallados a escala nacional mediante estimaciones específicas 
para cada país.7 En los costos presentados no se consideran los 
efectos multiplicadores del lado de la demanda ni sus efectos 
sobre el empleo, la productividad y el crecimiento económico; 
tampoco los ingresos generados a través del sistema de 
impuestos y transferencias. 

En este informe se aboga por el pago universal de 
transferencias monetarias que contribuyan a lograr un nivel de 
vida adecuado, dado que los esquemas focalizados pueden 
implicar altos costos administrativos y a menudo generan 
exclusión (véase el capítulo 4). Ahora bien, en reconocimiento 
a que la mayoría de los países (o todos ellos) deberán 
implementar el paquete de políticas de manera escalonada a lo 
largo del tiempo, en consonancia con el principio de realización 
progresiva de los derechos humanos, en el análisis de los costos 
se simulan varios escenarios de implementación diferentes.

Con esto en cuenta, se presentan aquí las estimaciones 
referentes a un enfoque selectivo en el que se utiliza un umbral 
de pobreza relativa fijado en el 50,0 % de la mediana de los 
ingresos. Los umbrales de pobreza relativa se definen en 
relación con la distribución de los ingresos dentro de un país 
determinado en un momento dado; es decir, que una persona 
sufrirá privación o exclusión social si su nivel de ingreso es 
inadecuado en comparación con el de otras personas de ese 
país. La ventaja de este método es que aumenta la pertinencia 
del análisis para los países de ingreso más alto, ya que 
trasciende los recursos necesarios para la supervivencia física y 
tiene en cuenta los requeridos para evitar la exclusión social.

Sin embargo, en los países de ingreso mediano e ingreso 
bajo, el 50,0 % de la mediana de los ingresos se sitúa por 
debajo del umbral de pobreza extrema definido por el 
Banco Mundial —1,90 dólares de los Estados Unidos por 
día, expresados en paridad de poder adquisitivo de 2011—.8 
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Este umbral se utiliza como piso para los umbrales de 
pobreza relativa y se aplica en estos países debido a que 
representa el nivel mínimo absoluto de ingreso aceptado 
a escala mundial. Se parte de la hipótesis de que el costo 
administrativo de un modelo focalizado es del 11,0 % del costo 
total de las transferencias. 

En el análisis se estiman los déficits en el acceso a la salud 
con base en dos indicadores que evalúan la idoneidad de los 
recursos públicos totales asignados a los sistemas de atención 
sanitaria, así como la distribución de los recursos dentro de 
esos sistemas. Por último, se identifican las necesidades de 
cuidados insatisfechas a partir de estimaciones del número 
de niñas, niños y personas adultas mayores dependientes, 
suponiendo una proporción adecuada entre las personas 
que prestan cuidados y la cantidad de personas receptoras, 
así como salarios decentes para las personas que prestan los 
cuidados. Utilizando este método, se incluyen las estimaciones 
obtenidas para 155 países.9

La mayoría de los países pueden 
financiar un paquete de políticas 
orientadas a las familias
Los cálculos expuestos muestran que un paquete de políticas 
orientadas a las familias que incluya atención sanitaria, 
apoyo a los ingresos y los cuidados a lo largo del curso de 
vida es factible para la mayoría de los países. En el gráfico 1 
se ilustra el número de países según el volumen de recursos 
que necesitarían para cerrar las brechas de ingresos, salud y 
cuidados. Se constata que la cuarta parte de los países (41 de 
un total de 155) podrían implementar las políticas necesarias 
con una inversión inferior al 3,0 % del PIB, y poco más de la 
mitad de los países analizados (79) podrían hacerlo por menos 
del 5,0 % de su PIB. Para uno de cada cinco países incluidos 
en el estudio (35), estas políticas tendrían un costo superior al 
10,0 % del PIB, por lo que requerirían apoyo externo adicional, 
por ejemplo, a través de la asistencia oficial para el desarrollo 
(AOD).

NÚMERO DE PAÍSES SEGÚN EL VOLUMEN DE RECURSOS NECESARIO PARA SUBSANAR EL 
DÉFICIT EN MATERIA DE INGRESOS, SALUD Y CUIDADOS COMO PROPORCIÓN DEL PIB, 2015
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GRÁFICO  1 

Fuente: Bierbaum y Cichon (de próxima publicación).
Notas: Se utilizaron datos correspondientes a 2015 o al año más reciente disponible para cada país, en una muestra de 155 países. En los casos en que no se 
disponía de estimaciones nacionales, los valores se imputaron con base en el promedio de los países de la misma región y categoría de ingreso (salvo los datos 
correspondientes a las brechas de pobreza, las tasas de desempleo y las tasas de participación laboral, los partos atendidos por personal cualificado y el gasto en 
cuidados a largo plazo).



Movilización de recursos
Para poder implementar estas políticas, los gobiernos necesitan 
movilizar recursos a través de diversas vías: aumento de los 
ingresos tributarios; ampliación de la cobertura de la seguridad 
social; préstamos o reestructuración de la deuda; maximización 
de la asistencia y las transferencias internacionales, así como 
la reducción de las transferencias Sur-Norte y la eliminación 
de los flujos financieros ilícitos.10 Estas medidas están en 
consonancia con la Agenda de Acción de Addis Abeba de la 
Tercera Conferencia Internacional sobre la Financiación para el 
Desarrollo, que reiteró la importancia de “fortalecer aún más la 
movilización y la utilización eficaz de los recursos nacionales”.11

Aumentar los ingresos tributarios. Para la mayoría de los 
países, los ingresos tributarios representan la fuente más 
importante de financiamiento de sus inversiones sociales 
y públicas. Una estrategia habitual de los gobiernos para 
aumentar sus ingresos totales consiste en elevar las tasas 
impositivas aplicables, por ejemplo, al consumo, a los ingresos 
personales, las ganancias corporativas, el patrimonio y la 
herencia, las importaciones y exportaciones o la extracción de 
recursos naturales.12 También es posible aumentar los ingresos 
si se mejora la eficiencia de la recaudación, sin necesidad 
de modificar las tasas impositivas ni de introducir nuevos 
impuestos. Esto es especialmente importante en los países 
de ingreso bajo, donde los problemas de la administración 
tributaria pueden llegar a ser graves.13 

Existen otras medidas que pueden contribuir a aumentar los 
ingresos tributarios (como proporción del PIB) de manera 
significativa y sostenible. Entre ellas figuran la reducción o 
racionalización de las exenciones fiscales, la ampliación de 
la base fiscal mediante la introducción de nuevos impuestos 
especiales sobre determinados bienes (como algunos 
combustibles, el tabaco, los vehículos o el alcohol) y la 
tributación de algunas rentas nacionales, como las generadas 
por el turismo.14

Ampliar la cobertura de la seguridad social. Casi todos 
los países desarrollados aprovechan sus sistemas de 
seguridad social para crear margen fiscal. Entre los países 
en desarrollo, la Argentina, el Brasil, China, Costa Rica, 
Tailandia y Túnez han ampliado la cobertura y el recaudación 
de contribuciones a la seguridad social, a menudo como 
parte de sus estrategias nacionales de desarrollo. En algunos 
países, este tipo de medidas han ido acompañadas de 
incentivos a la formalización, creando así un círculo virtuoso: 
al aumentar el número de empresas formales, crecen también 
los ingresos recaudados por vía impositiva y en concepto de 
contribuciones a la seguridad social.15 

Recurrir a préstamos o reestructuración de la deuda. Se 
puede recurrir a préstamos en el mercado financiero nacional 
e internacional (incluso en condiciones preferenciales) para 
financiar inversiones sociales, especialmente las que ofrecen 
una rentabilidad significativa a mediano y largo plazo, por 
ejemplo, en educación, atención de la salud y servicios de 
cuidado infantil.16 Estas inversiones elevarían la productividad 
y fomentarían una mayor inversión privada, lo que generaría 
mayores tasas de crecimiento. A su vez, un crecimiento más 
rápido se traduciría en recursos económicos adicionales 
capaces de producir ingresos tributarios más elevados y 
permitir a los gobiernos el pago de la deuda.

Sin embargo, para los países muy endeudados, la 
reestructuración de la deuda puede resultar más adecuada, 
dado que los altos niveles de endeudamiento impiden 
realizar inversiones sociales esenciales.17 De hecho, el servicio 
de la deuda pública en los países menos adelantados 
aumentó del 3,4 % del PIB en 2015 al 4,3 % en 2017; en ese 
mismo período, el gasto público en atención de la salud y 
educación permaneció estable como proporción del PIB, 
con un ligero descenso en 2017.18 Sin embargo, los nuevos 
incrementos de los costos que conlleva el servicio de la 
deuda externa podrían provocar una reducción del gasto 
público en esas áreas.

Maximizar la asistencia y las transferencias internacionales. 
La Agenda de Acción de Addis Abeba hace hincapié en la 
importancia de la movilización de recursos a nivel nacional, 
al tiempo que reconoce que la asistencia internacional para 
el desarrollo será necesaria para alcanzar los objetivos 
de desarrollo, “especialmente en los países más pobres y 
dotados de recursos nacionales limitados” (párrafo 50). 
Pese a los recientes incrementos que ha experimentado el 
volumen de los flujos de AOD con destino a los países menos 
adelantados, muchos países de ingreso alto han incumplido 
sus compromisos y buena parte del aumento de la asistencia 
se debe al crecimiento de la asistencia humanitaria en 
un reducido número de países.19 En los últimos tiempos, la 
proporción de asistencia destinada a sectores sociales ha 
disminuido, puesto que se ha incrementado el gasto en 
infraestructura y servicios económicos.20

Sin embargo, como se pone de manifiesto en este informe, 
la división entre gasto social y económico es arbitraria, y el 
gasto en sectores sociales puede tener efectos duraderos 
sobre la productividad y el crecimiento. Las modalidades 
de AOD también han experimentado una transformación y 
reflejan cambios importantes, incluida una mayor cooperación 
Sur-Sur. Dado que el financiamiento para el desarrollo sigue 
evolucionando, resulta crucial mejorar el volumen y la eficacia 
de la asistencia destinada a inversiones sociales que fomenten 
la igualdad de género.
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Reducir las transferencias Sur-Norte y eliminar los flujos 
financieros ilícitos. El volumen de los flujos financieros que salen 
de los países en desarrollo (en forma de pagos de intereses de la 
deuda externa, inversiones en el extranjero, fugas de capital, etc.) 
es muy superior al de los recursos que llegan a esos países (en 
forma de ayuda, inversión e ingresos procedentes del exterior). 
Esto da lugar a un flujo neto de salida de los países en desarrollo 
cuyo importe, según las estimaciones de las Naciones Unidas, 
ascendió a 970.700 millones de dólares de los Estados Unidos en 
2014.21 Dicho de otro modo, los países pobres están transfiriendo 
recursos a los países ricos, y no a la inversa.22

Los flujos financieros ilícitos y los paraísos fiscales en el exterior 
reducen los recursos (de por sí limitados) de los que disponen los 
países, sobre todo en el caso de los países en desarrollo, cuya 
base fiscal es considerablemente menor que la de la mayoría de 
los países desarrollados. Los gobiernos pueden tomar medidas 
para movilizar recursos a nivel nacional; sin embargo, se 
requiere de la cooperación internacional para detener los flujos 
ilícitos, eliminar los paraísos fiscales y apoyar los esfuerzos que 
realizan los países para ampliar su margen fiscal. 

El último paso: invertir los recursos con miras a la igualdad de 
género
Los debates sobre la movilización de recursos no pueden 
separarse de aquellos relativos al modo en que se gastan. Existen 

diversos mecanismos, como los presupuestos participativos, las 
auditorías sociales y las audiencias públicas, que pueden mejorar 
la rendición de cuentas, al permitir que la sociedad civil utilice 
datos presupuestarios y participe en el proceso. 

Los presupuestos con perspectiva de género son una forma de 
analizar los efectos distributivos del gasto público, la tributación 
y la prestación de servicios públicos, centrada en los beneficios 
que aportan y las cargas que imponen a las mujeres y las niñas. 
Estos pueden incluir asimismo un análisis de los efectos de las 
asignaciones presupuestarias en la situación de las mujeres de 
diferentes sectores socioeconómicos, grupos étnicos, o en las 
mujeres con discapacidad. Los presupuestos con perspectiva de 
género también se pueden utilizar para  vigilar el cumplimiento 
de los compromisos presupuestarios con la igualdad de 
género en la implementación de la Agenda 2030.23 Con base 
en los datos disponibles sobre 69 países y correspondientes 
a 2018, 13 países (el 19,0 % del total) cumplían plenamente los 
criterios, especificados en la meta 5.c de los ODS, de contar 
con un sistema de seguimiento de la asignación de recursos en 
favor de la igualdad de género, y 41 países (el 59,0 %) estaban 
cerca de cumplir esos requisitos.24 Los datos revelan asimismo 
dificultades en la implementación de las políticas. De ese 
mismo conjunto de países, el 90,0 % disponen de políticas y 
programas para reducir las brechas de género, pero solamente 
el 43,0 % manifiestan que cuentan con la asignación de recursos 
adecuada para su ejecución.
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